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LA CUARTA PÁGINA OPINIÓN

R ecientemente se han debatido en
el Congreso de los Diputados las
enmiendas al presupuesto para el

año 2012, calificado como el más restricti-
vo de la historia de la democracia españo-
la. A los 27.300 millones de euros de re-
ducción en gasto público, se sumó una
semana después un recorte de 10.000 mi-
llones en salud y educación. El 83% de la
reducción del presupuesto corresponde
al gasto público directo, la mayoría en
áreas sensibles de la política social. Estos
recortes castigarán más duramente a las
mujeres de bajos recursos, a los jóvenes y
a la población inmigrante. Su impacto se
sentirá más allá de nuestras fronteras de-
bido al recorte dramático en cooperación
al desarrollo, que se reduce en un 72%.
En forma y en fondo, estas medidas se
han adoptado de espaldas a los sectores
sociales, a la creciente realidad de inde-
fensión económica de las familias y, so-
bre todo, a las obligaciones que en mate-
ria de derechos humanos debe observar
el Gobierno español.

Sin embargo, ni el recorte sin prece-
dentes del gasto social para lograr una
reducción acelerada del déficit, ni los dé-
biles anuncios de mayor recaudación vía
impuestos incluida la cuestionada amnis-
tía fiscal, han servido para satisfacer las
expectativas de Bruselas o las de los espe-
culadores de la deuda. El creciente escep-
ticismo de estos respecto a las cuentas
públicas, unido al daño que las medidas
de austeridad causarán en la economía
doméstica, amenazan con profundizar la
crisis económica.

Llegados a este punto, cabe pregun-
tar: ¿puede el Estado adoptar medidas de
respuesta a la crisis ignorando los dere-
chos sociales? ¿A quién rinde cuentas el
Estado en última instancia, a los merca-
dos o a la ciudadanía? En definitiva, es
necesario analizar, más allá de la eficacia
de las cuentas, si es legítimo que el Go-
bierno, en su afán de cerrar el déficit
presupuestario, profundice el déficit en
materia de derechos sociales.

España no ha sido capaz de avanzar
en un modelo más equitativo que haga
recaer el peso de la carga fiscal sobre
quienes más tienen, las llamadas gran-
des fortunas o rentas de capital. Las medi-
das para aumentar la recaudación anun-
ciadas por el Gobierno son tímidas e insu-
ficientes. Estas no apuntan al objetivo de
sentar las bases de una política fiscal pro-
gresiva. De este modo, si el Estado espa-
ñol no amplía su base de recaudación y
no corrige el impacto discriminatorio de
su actual modelo fiscal, seguirán siendo
los sectores de la población más afecta-
dos por los recortes los que más obliga-
dos seguirán estando a contribuir al era-
rio público.

El desequilibrio entre los esfuerzos
(mínimos) por aumentar la recaudación
y las medidas de austeridad (despropor-
cionadamente duras) marcan una ten-
dencia regresiva en materia de derechos
sociales. Según la última Encuesta de
Condiciones de Vida del año 2011, en Es-
paña el 22% de los hogares vive por deba-
jo del umbral de pobreza. La tasa de po-
breza creció en más de dos puntos entre
2009 y 2011. A finales del año pasado,
580.000 hogares en España no recibían
ingresos ni del trabajo, ni de prestacio-
nes por desempleo o de la Seguridad So-
cial; es decir, se encontraban en extrema
pobreza.

El aumento de la desigualdad también
es palpable. La diferencia porcentual en-

tre las rentas más altas con respecto a las
más bajas pasó de 6 a 7 puntos en solo un
año entre 2009 y el ejercicio siguiente.
Además del impacto directo de las medi-
das de austeridad, la regresividad se hace
evidente en la falta de un esfuerzo dili-
gente del Estado para contrarrestar el
retroceso en derechos que evidencian es-

tos y otros indicadores sociales en los últi-
mos años.

Ahora bien, el Gobierno no ha explica-
do las razones ni los criterios utilizados
para recortar más en un sector que en

otro, ni proporciona elementos que per-
mitan entender por qué se recorta cuatro
veces más en cooperación al desarrollo
internacional que en Defensa, o por qué
se elimina la ayuda para implementar la
Ley de Dependencia para las comunida-
des, por qué elimina el fondo de promo-
ción del empleo y, en general, no da cuen-

ta de los elementos que permitan enten-
der el grado de razonabilidad e idoneidad
de estas decisiones tal como lo exigen las
normas internacionales de derechos hu-
manos. Tampoco ha tenido en cuenta el
Estado los derechos económicos y socia-
les contenidos en la Constitución como
principios rectores de la política pública,
según lo ordena este mismo instrumen-
to. Más aún, no ha generado los mecanis-
mos de participación y escrutinio por par-
te de la sociedad civil para opinar e in-
fluir en estas medidas.

La participación de la ciudadanía en
las decisiones que le afectan no es una
facultad optativa de los Gobiernos; es un
derecho fundamental e inalienable que
da significado y contenido a la democra-
cia. El Gobierno español debe rendir
cuentas en el plano político pero también
en función de las obligaciones que se deri-

van de firmar tratados internacionales
de derechos humanos. Por ello, las orga-
nizaciones de la sociedad civil han recu-
rrido a los mecanismos de rendición de
cuentas del sistema de Naciones Unidas
para canalizar y articular sus reclamos o
alternativas.

España ha firmado el Pacto Internacio-
nal de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales (PIDESC) en 1977 y, en conse-
cuencia, el Estado está obligado a seguir
las reglas y estándares que se despren-
den de este tratado. Precisamente esta
tarde y mañana 8 de mayo en Ginebra,
donde está la sede del comité que supervi-
sa ese Pacto de los Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales Nacionales, Es-
paña será interrogada por este grupo de
expertos sobre la situación actual de es-
tos derechos en este país. El Gobierno y
la sociedad civil tendrán la oportunidad
de presentar sus argumentos ante este
comité sobre distintos ámbitos de preocu-
pación en materia de estos derechos, y el
Estado español deberá asumir compromi-
sos para implementar medidas correcto-
ras en respuesta a las recomendaciones
que emanarán de este comité. Con este
fin, una coalición de 19 organizaciones
ha presentado un informe conjunto pro-
veyendo a los expertos de información
alternativa a la presentada por el Gobier-
no. Este informe pone en evidencia la
preocupante situación de desigualdad,
discriminación y déficits en los distintos
derechos protegidos por el PIDESC.

De acuerdo a los parámetros estableci-
dos por el PIDESC, el comité tendrá la
oportunidad de interrogar al Estado espa-
ñol si utilizó “el máximo de los recursos”
de que dispone para lograr el cumpli-
miento progresivo de los derechos econó-
micos y sociales de la población; si reali-
zó un esfuerzo cuidadoso y serio de eva-
luación de los recursos de que dispone,
así como de otras alternativas de generar
y utilizar otros recursos.

Las organizaciones de la sociedad ci-
vil le han pedido al comité que evalúe si
el Estado actuó con la diligencia antes y
durante el proceso de diseñar, implemen-
tar o supervisar las medidas de austeri-
dad incluidos los recortes del gasto so-
cial; si dispuso de medidas destinadas a
disminuir o contrarrestar el impacto de
dichas medidas sobre la población más
vulnerable y si se cuidó de manera priori-
taria de respetar y asegurar la disponibili-
dad de los contenidos mínimos esencia-
les de derechos como la educación, sa-
lud, vivienda y otros establecidos por el
pacto.

El Estado español puede aprovechar
esta oportunidad para explicar y, por qué
no, enmendar los excesos y errores de
sus políticas de austeridad. Lo que el Eje-
cutivo no puede hacer es seguir subordi-
nando los derechos sociales a las exigen-
cias del mercado, aceptando a pie junti-
llas las condiciones de Bruselas mientras
ignora sus obligaciones en materia de de-
rechos humanos y las exigencias de la
sociedad civil. Tampoco debe olvidar que
la obligación de rendir cuentas a Ginebra
emana del consenso de las naciones que
en un momento de la historia decidieron
que todos los derechos y libertades de las
personas merecen la protección de la co-
munidad internacional. Es, por tanto,
una obligación tan legítima como la que
tiene frente a Bruselas.

Gaby Oré Aguilar es directora de Programas,
Center for Economic and Social Rights.

Derechos sociales; el otro déficit
El Estado debe rendir cuentas a los mercados, pero también a la ciudadanía. Un pacto internacional suscrito
en 1977 obliga a España a respetar derechos esenciales de la población como la sanidad y la educación
Por GABY ORÉ AGUILAR
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El Pacto Internacional de
Derechos Económicos y
Sociales obliga a defender
los estándares básicos
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Comparando
expropiaciones
Las expropiaciones efectuadas
por Argentina a la empresa Rep-
sol y por Bolivia a Red Eléctrica
Española nos han indignado a los
españoles. Nos parece que se ha
efectuado un robo amparándose
en la buena fe demostrada por las
partes antes de las enormes inver-
siones realizadas por las empre-
sas españolas.

Pues bien, hay en España de-
cenas de miles de inversores que
han sido engañados de la misma
forma por el Gobierno español.
Este les prometió unas condicio-
nes para 25 años. Las publicó en
un BOE, y tres años después ha
cambiado las reglas del juego re-
duciendo considerablemente la
subvención prometida. Me refie-
ro a los españoles que han inver-
tido en empresas productoras de
electricidad fotovoltaica, la famo-
sa “energía sostenible” que iba a
salvar a España de las garras de
las empresas petroleras. Ningu-
no de estos inversores hubiera
invertido un solo euro de haber-
les informado correctamente. Es-
ta falta de seguridad jurídica del
Gobierno español es totalmente
comparable a la realizada por
los Gobiernos argentino y bolivia-
no. Ante lo que han hecho los
Gobiernos sudamericanos nos
escandalizamos, pero ignora-
mos, o queremos ignorar, lo que
han hecho nuestros gobernan-
tes.— Vicente Fuentes Fuster.
Crevillente, Alicante.

‘Convidados
de prensa’
El 3 de mayo, Día Mundial de la
Libertad de Prensa. Día de lamen-
tos por los cambios internos y ex-

ternos que atenazan a la profe-
sión y día de ruegos para que to-
do cambie sin cambiar las esen-
cias del periodismo. Todo ello en
vísperas de una infausta interven-
ción estatal de una televisión co-
mo la pública, la tele de todos y
reconocida como ejemplo de im-
parcialidad. Y es precisamente en
estos tiempos que corren, frase
manida hasta la extenuación,
cuando más falta hace a la demo-
cracia y a la ciudadanía, si es que
no son la misma cosa, un periodis-
mo de veras, no un periodismo de
mentiras plagado de controles
previos y preventivos, un periodis-
mo sin mordazas. Ya decía Mi-
guel Delibes que lo más irritante
de la censura no era lo que corta-
ba, sino lo que te obligaba a decir
por boca de ganso. Qué diría el
gran maestro de periodistas y de-
fensor a ultranza de la libertad de
prensa cuando había prensa sin
libertad, qué diría nuestro ilustre
escritor si supiera que a sus cole-
gas solo les dejan asistir como
convidados de piedra a las ruedas
de prensa, esta vez sin preguntas
y sin respuestas. Pues diría lo que
ya decía avanzada la etapa demo-
crática, que a los políticos en el

poder no les frena hoy la oposi-
ción sino los periódicos, y que el
Estado es un interventor muy pe-
ligroso en asuntos de prensa. Y
nos contaría muchas más cosas,
tanto Delibes como cualquier
otro que ejerza la noble profesión
del periodismo, pero lo más im-
portante, lo fundamental, es que
les dejen contarlas.— Gonzalo de
Miguel Renedo. La Rioja.

Engaños y mentiras

Lo peor es mentir con ánimo de
engañar. Aquí no se está tratando
de solventar la crisis, sino de cam-
biar el modelo aprovechando esa
situación. Si se quisiera remediar
el problema las soluciones son co-
nocidas desde la recesión del 29
del siglo pasado: mayor inversión
y no estos recortes de caballo. La
experiencia debería servir de al-
go. Y hablando de recortes, ¿por
qué cuando se habla de recortes a
los funcionarios se arremete an-
tes contra los maestros o los médi-
cos que contra los policías? ¿Son
más necesarios estos que aque-
llos? ¿Más importante el orden
que la salud? ¿No será que medi-

das tan injustas como equivoca-
das precisan de una política de
mano dura y amedrentamien-
to?— Fernando Peredo. Madrid.

Participaciones
preferentes
Soy un afectado de las preferen-
tes de Caja Madrid. Soy el tutor
de mis dos hermanos minusváli-
dos, uno con un 84% de minusva-
lía y otro con 69%. Tengo 37
años. Somos huérfanos de padre
y madre, y mis padres invirtie-
ron el dinero ganado con el es-
fuerzo de toda una vida de traba-
jo en lo que se creían que era un
depósito a plazo fijo. Este dinero
ahorrado con mucho esfuerzo pa-
ra que el día que ellos no estuvie-
ran no les faltara de nada a mis
hermanos minusválidos. Cuál
fue nuestra sorpresa al descu-
brir que lo que nos vendieron co-
mo un depósito eran participa-
ciones preferentes en las que nos
tienen secuestrado un dinero
que nos hace falta para vivir. Es
increíble que ninguna institu-
ción haya intervenido, ya que la
mayoría de los afectados son gen-

te mayor y minusválidos con nu-
la información financiera.— Ma-
nuel Virosta Pérez. Madrid.

La ética política

La anterior jefa de Estado irlande-
sa, segunda mujer presidente en la
corta historia de una Irlanda inde-
pendiente, devolvió recientemente
al erario público medio millón de
euros en gastos suntuarios no utili-
zados sin obedecer una exigencia
jurídica pero sí una, desgraciada-
mente inusual, ética política. Los
zapatos que heredó eran enormes,
de una Mary Robinson que luego
ocuparía el cargo de responsable
de los Derechos Humanos en Na-
ciones Unidas, pero los calzó con
dignidad, orgullo, inteligencia y
transparencia durante sus dos con-
secutivos mandatos de siete años.
En medio de toda la corrupción en
el servicio público, este es sin duda
un gran ejemplo a seguir.— Luis
Peraza Parga. Dublín, Irlanda.

Curiosos gobernantes tenemos que criminalizan
al ciudadano para justificar cada hachazo, re-
nunciando al control o la inspección. En lugar de
reforzar la inspección fiscal se suben los impues-
tos directos e indirectos y se amnistía a los de-
fraudadores. En lugar de vigilar el despilfarro se
suprime el transporte gratuito para terapia a los
enfermos crónicos en el medio rural. En lugar
de reforzar la inspección laboral y controlar la
abstinencia se reduce el sueldo a los funciona-
rios de baja. En lugar de controlar abusos con
las recetas se hace pagar a los pensionistas. En
lugar de vigilar el trabajo negro, el fraude con el

subsidio de desempleo o la renta mínima de in-
serción se piensa en “reformar” el sistema para
reducir prestaciones.

Y así todas. Como puede haber quien engañe,
lo mejor será suprimir cualquier derecho, así no
hay engaño. Amputar en vez de controlar. Todo,
bajo el apagón estadístico de un Estado opaco
que no nos da jamás datos que faciliten tales
decisiones “racionalizadoras”.

Los súbditos estamos bajo sospecha: palo al
débil y premio al poderoso. Que dejen de tomar-
nos el pelo, por favor.— Eduardo Ros Ibarra.
Valencia.

Ciudadanos bajo sospecha

Viene de la página anterior
una relación demasiado estrecha,
aunque la Cámara de los Comu-
nes, en los últimos tiempos, ha rei-
vindicado más independencia, so-
bre todo mediante comités selec-
tos como el que acaba de hacer
público su informe condenatorio
sobre el escándalo de Murdoch y
los teléfonos pinchados. Sin em-
bargo, el Poder Judicial se ha
mantenido bastante independien-
te en estos tiempos revueltos. Un
ejemplo magnífico es el del lord
Justice Leveson, que dirigió la in-
vestigación judicial de parte de es-
te escándalo y trató a Rupert Mur-
doch como si no fuera más que
un simple testigo poco fiable igual
que cualquier otro (se puede ver
todo en Internet: http://www.leve-
soninquiry.org.uk/hearings/).

En el caso del cuarto poder, la
situación es más complicada. Una
peculiaridad actual de Reino Uni-
do es que seguramente podemos
presumir de tener algunos de los
peores y los mejores periódicos y

periodistas del mundo (creo que,
aparte de la palabra “periodista”,
esa gran variedad solo se da con
la palabra “bailarín”). No seré yo
quien juzgue la calidad de periódi-
cos como The Guardian o cadenas
de servicio público como la BBC.
Y ha habido momentos en los que
incluso The Times, cuyo dueño es
Murdoch, ha demostrado enorme
valor al informar sobre el escán-
dalo que arrastraba a su propieta-
rio y sobre las grotescas fechorías
de sus hermanos tabloides.

El corazón de las tinieblas en
el Reino Unido de Murdoch ha
sido la relación incestuosa entre
el poder público y el privado; más
en concreto, entre el dinero y la
política. (Lo mismo ocurre en Es-
tados Unidos, con un papel desta-
cado para la cadena de Murdoch,
Fox News). Los dos grandes parti-
dos británicos, el Laborista y el
Conservador, han sido cobardes
en sus tratos con Murdoch y
otros magnates de la comunica-
ción. En esto, como en tantas
otras cosas, han seguido el cami-
no iniciado por Tony Blair. David
Cameron, cuando era líder de la
oposición, fue a la isla de Santori-
ni solo para entrevistarse con
Murdoch, en un yate familiar lla-
mado Rosehearty (así que, cuan-
do alguien filme Ciudadano Kane
versión Murdoch, la misteriosa
palabra que el cansado magnate
moribundo debe dejar deslizar
de su boca no será Rosebud, co-

mo en el original, sino Rosehear-
ty). Las críticas posteriores de Ca-
meron a la BBC se parecen de
forma extraordinaria a las pro-
nunciadas por los Murdoch, que
apoyaron su candidatura en las
elecciones. Con todo lo que ahora
sabemos, a mí me resulta imposi-
ble creer que el ministro de Cultu-
ra del Gobierno de Cameron, Je-
remy Hunt, fuera rigurosamente
imparcial cuando tuvo que eva-
luar la puja estratégica de News
Corps para controlar el grupo

de televisión por satélite BskyB.
Esta estrecha relación entre

poder público y privado, entre di-
nero y política, ocupa también el
centro del escándalo en China.
Existen pequeñas y curiosas rela-
ciones entre los dos casos. En el
caso de Bo Xilai, hay que pregun-
tarse cómo consiguieron él y su
esposa, Gu Kailai, matricular a su
hijo Bo Guagua —el James Mur-
doch de Chongqing— en el selecto
y carísimo colegio de Harrow, a
las afueras de Londres, y luego en
la Universidad de Oxford, y de

dónde sacaron el dinero para pa-
garlo. De creer una información
que publica The Daily Mail, una
empresa británica llamada Vista-
rama llamó a la señora Bo con la
oferta de proporcionar un obser-
vatorio situado en un globo de he-
lio gigante para la ciudad de Da-
lian, de la que su marido era alcal-
de por aquel entonces. Ella sugi-
rió un “pago extra” de 150.000 li-
bras (185.000 euros) para el trans-
porte aéreo, y explicó: “Nosotros
pagamos a la empresa, ustedes pa-
gan el colegio (es decir, Harrow)”
(al parecer, Vistarama rechazó es-
te peculiar ofrecimiento). Confie-
mos en que las propuestas se ha-
gan con más delicadeza en Chip-
ping Norton, la zona residencial
de la campiña británica en cuyo
entorno solían verse los Murdoch
y los Cameron, y donde, poniéndo-
nos serios, el contexto político, le-
gal y económico es muy distinto.

También hay otras connotacio-
nes chino-británicas en sentido
contrario. Durante la primera dé-
cada de este siglo, el sueño estraté-
gico de Murdoch era entrar en el
mercado chino. Según un magnífi-
co libro sobre el Partido Comunis-
ta Chino del periodista de The Fi-
nancial Times Richard McGregor,
Murdoch trató de ganarse al en-
tonces jefe de propaganda comu-
nista, Ding Guan’gen, con tanto
fervor como Blair y Cameron esta-
ban tratando de ganarse sus pro-
pias simpatías. Más tarde, y esto

es lo más revelador, “Murdoch
unió sus fuerzas a las del hijo de
Ding en una costosa aventura em-
presarial; su propósito, que no
consiguió, era encontrar la mane-
ra de sortear las duras restriccio-
nes chinas a los medios audiovi-
suales extranjeros”.

En Reino Unido y en Estados
Unidos, el problema es la rela-
ción incestuosa entre el dinero y
la política, pero, por lo menos, to-
davía se considera que son dos
poderes separados. En China, des-
pués de 30 años de capitalismo
leninista, los dos parecen estar
inextricablemente unidos, con
frecuencia en una misma fami-
lia. Si a eso se añaden la falta de
la separación clásica de los pode-
res públicos y la debilidad im-
puesta de los medios de comuni-
cación chinos, es evidente que
existe un obstáculo mucho ma-
yor en el camino hacia un Gobier-
no bueno y abierto.

Pero repito: nada de autocom-
placencia, por favor, que somos
británicos. Pongamos nuestra ca-
sa en orden antes de dar leccio-
nes a nadie sobre el estado de la
suya.

Timothy Garton Ash es catedrático
de Estudios Europeos en la Universi-
dad de Oxford, investigador titular en
la Hoover Institution de la Universi-
dad de Stanford.
Traducción de María Luisa Rodríguez
Tapia.

N Fe de errores

En Reino Unido
tenemos algunos
de los peores y
mejores periódicos
y periodistas

Dinero
y política,
una relación
demasiado
estrecha

A La pena impuesta al expresi-
dente de la Audiencia de Las Pal-
mas, José Antonio Martín, por el
Tribunal Superior de Canarias
fue de año y medio de suspen-
sión de funciones y no de cárcel,
como reflejaba la información
publicada en la página 15 del dia-
rio el pasado viernes.
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